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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, seis de agosto de dos mil nueve
Acta número 0050 del 6 de agosto de 2009
En la fecha, siendo las tres de la tarde, conforme se programó en auto que precede, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública con el fin de resolver el recurso de apelación propuesto por el demandante, quien actúa en nombre propio, contra la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el pasado 18 de febrero, dentro del proceso de doble instancia que José Héctor Colorado Colorado le promueve a la Sociedad de Economía Mixta Dosquebradas Energía y Luz S.A.
El proyecto presentado por el ponente, aprobado por los restantes Magistrados de la Sala, fue discutido como consta en el acta a que se refiere el encabezamiento y alude a estos,

ANTECEDENTES
Colorado Colorado, abogado actuando en nombre propio, acude ante esta jurisdicción para solicitar que mediante sentencia se declare que fue elegido representante legal de la Sociedad de Economía Mixta demandada, para un período de 3 años, contados a partir del 27 de octubre de 2005 y hasta el 27 de octubre de 2008 y que por lo tanto se dio una relación laboral; que dicha relación fue terminada antes de vencerse el período para el cual fue elegido, sin que mediara justa causa; que como consecuencia de lo anterior se condene a la demandada a pagarle la totalidad de los salarios y prestaciones laborales, por el tiempo que faltaba para culminar el período para el cual fue elegido, así como las costas procesales.

Relata para así pedir que en el mes de octubre de 2005 fue contratado por los señores Luis Fernando Carrillo Ortiz, Jaime Heran Mesa, Omar Arboleda Salazar y Alfredo Espinosa Granados para laboral en la sociedad demandada como gerente y representante legal, para un período de 3 años, bajo la continua subordinación y dependencia de la Junta Directiva, para cumplir las funciones establecidas en los estatutos y con una remuneración establecida por la Junta Directiva; el 27 de julio sin causa justificada y faltando 15 días para terminar el período para el cual fue designado la Junta Directiva decidió cambiar de representante legal y dar por terminada la relación laboral; al momento del retiro percibía como salario la suma de $3.250.000, de los cuales $250.000 eran en especie.

La demanda fue inadmitida el 29 de noviembre de 2007 por no reunir los requisitos del artículo 25 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, siendo debidamente corregida, fl. 78, por lo que se admitió por medio de decisión del 10 de diciembre de 2007 y se ordenó correrla en traslado a la accionada, fl. 83, quien oportunamente la contestó valiéndose de mandataria judicial al efecto constituida, fls. 87-95; negó la mayoría de los hechos; se opuso a las pretensiones y excepcionó Inexistencia de la obligación demandada, Inexistencia de salario en especie, Inexistencia de contrato individual de trabajo a término fijo, Libre nombramiento y remoción de gerentes y administradores de sociedades mercantiles y Pago.

La fase conciliatoria se superó, fl. 126, y agotadas otras etapas el juzgado se constituyó en primera audiencia de trámite disponiendo la apertura del proceso a prueba ordenando tener por tales las que a las partes interesaron. 

Instruido en lo posible el debate, se clausuró el período probatorio convocándose a juzgamiento que fue proferido en audiencia pública llevada a cabo el 18 de febrero último, fl. 478, en la que se absolvió a la sociedad demandada, al encontrar el a quo que, aunque se verificó la existencia de un contrato de trabajo entre las partes, éste inició como un contrato de prestación de servicios, mutando posteriormente, en virtud del principio de la primacía de la realidad y por disposición expresa de las partes, en un contrato verbal de trabajo, por lo tanto a término indefinido; agrega el funcionario de primera instancia que para predicarse de un contrato de trabajo, la calidad de ser a término fijo, ello debió pactarse por escrito, bien en el mismo contrato, bien en otro documento suscrito por los contratantes, lo cual constituye un requisito esencial; agrega que el período establecido en los estatutos de la sociedad accionada, nació del acuerdo de los socios, en el cual no participó el actor, siendo por lo tanto un acto unilateral de la sociedad; cita en apoyo de su decisión varias decisiones de la Corte Suprema de Justicia y de la Corte Constitucional.

Contra esa decisión se alzó en apelación el demandante, alegando que el artículo 42 del Código Sustantivo del Trabajo establece que cuando no se haya celebrado contrato escrito, los empleadores a solicitud de los trabajadores o por conducto de las autoridades administrativas del trabajo, deben expedir certificación del contrato, en la cual se haga constar por lo menos el nombre de los contratantes, la fecha inicial de la prestación del servicio, la naturaleza del contrato y su duración; certificación que fue expedida ante la imposibilidad de suscribir un contrato como gerente, firmado por el mismo contratante, en su calidad de gerente y representante legal. Finalmente indica que en la demanda se dijo que existían unos pagos en especie y viáticos permanentes, que no fueron tenidos en cuenta en las liquidaciones de las prestaciones sociales durante toda la relación laboral y al finalizar ésta, lo cual fue ampliamente debatido y probado en el proceso.
Concedido el recurso fueron enviados a este Sede los autos y corrido a las partes el traslado de rigor, dentro del cual las partes guardaron silencio, se procede a resolverlo con apoyo en estas

CONSIDERACIONES
La inconformidad del actor se circunscribe a que considera que el contrato habido con la sociedad demandada fue a término fijo de 3 años; arguye que es suficiente prueba la certificación que le fuera expedida, fl. 150, al tenor de lo dispuesto en el artículo 42 del Código Sustantivo del Trabajo. Además, indica que no fueron incluidos en el pago de prestaciones sociales los pagos realizados en especie y los viáticos permanentes.
Respecto a las formalidades del contrato de trabajo a término fijo, indica el artículo 46 del Código Sustantivo del Trabajo:
“Artículo 46. Subrogado. L. 50/90, art. 3º. Contrato a término fijo. El contrato de trabajo a término fijo debe constar siempre por escrito y su duración no puede ser superior a tres (3) años, pero es renovable indefinidamente. …” (Subrayado nuestro)

La constancia escrita de la duración del contrato es un requisito imprescindible entratándose de contratos a término fijo, pudiendo realizarse dicha estipulación en el cuerpo mismo de la convención, o en cualquier otro documento por medio del cual las partes contratantes convengan la duración del nexo laboral, al respecto la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral en sentencia de noviembre 29 de 1984, dijo:

“El artículo 4º del Decreto-Legislativo 2351 de 1965 exige que el término fijo del contrato de trabajo debe constar siempre por escrito, es decir que no tiene eficacia alegar la existencia de aquella modalidad contractual si no está respaldado el aserto en documento donde se haya cumplido la solemnidad requerida para la validez de tal estipulación. Pero como el derecho del trabajador reduce al mínimo los formalismos o formulismos, la estipulación del plazo determinado o fijo puede hacerse en cláusula del contrato de trabajo, en propuesta escrita del trabajador o del patrono aceptada expresamente por la otra parte o en cualquier otro documento suscrito por ambos que así lo diga”. (Subrayado nuestro)

Sobre el tema también se ha manifestado la Corte constitucional en sentencia C - 016 de 1998, M.P. Fabio Morón Díaz:

"Los contratos de trabajo a término fijo no son per se inconstitucionales, siempre que de acuerdo con el principio de la autonomía de la voluntad provengan del acuerdo entre los empleadores y los trabajadores y no de la imposición del legislador". Ese acuerdo de voluntades está restringido por la normativa constitucional y por la regulación legal que rige la materia, las cuales se superponen a la voluntad de las partes; es así como, por ejemplo,

las partes están impedidas para acordar condiciones de trabajo que vulneren o transgredan sus derechos fundamentales, y en el caso específico que se analiza, el del contrato a término fijo, las mismas están supeditadas a las disposiciones de las normas impugnadas, que establecen una serie de condiciones que rigen ese tipo de contratos; así por ejemplo, en ningún caso podrán las partes pactar un término superior a tres años, tampoco podrán prescindir de la formalidad del contrato escrito, pero si podrán en cambio, al término de la vigencia del contrato, renovarlo indefinidamente.” (Subrayado nuestro)
La Corte Suprema de Justicia, en pronunciamiento del 5 de febrero de 2008, M.P. Isaura Vargas Díaz, afirmó:

“No sobra decir eso sí que el juez de la alzada no exigió la unicidad documental que le enrostra el recurrente respecto del contrato de trabajo a término fijo, pues, como se recordará también, no desconoció que las partes contractuales en la relación de trabajo a término indefinido podían mutar su naturaleza, simplemente exigió lo que la ley exige, esto es, que esa expresión de voluntad apareciera manifiesta por escrito y en ese sentido por quienes fueron sus celebrantes, cuestión que atinadamente extrañó en el proceso.” (Subrayado nuestro) 

Ahora bien, establece el referido artículo 42 del Código Sustantivo del Trabajo:
“Artículo 42. Certificación del contrato. Cuando se ocupen menos de cinco (5) trabajadores y no se haya celebrado contrato escrito, los patronos, a solicitud de los trabajadores, bien directamente o por conducto de las autoridades administrativas del trabajo, deben expedir una certificación del contrato en donde hagan constar, por lo menos: nombres de los contratantes, fecha inicial de la prestación del servicio, naturaleza del contrato y su duración. Si el patrono lo exige, al pie de tal certificación se hará constar la declaración de conformidad del trabajador o sus observaciones.”
Visto lo anterior, se podría inicialmente pensar que conforme a la norma en cita, se puede suplir el requisito de que conste por escrito el término de duración del contrato de trabajo a plazo fijo con una simple certificación del empleador al respecto, pero esos argumentos no son de recibo por varias razones.

Como primera medida, la norma es clara al estipular que dichas certificaciones se expedirán en las empresas que ocupen a menos de 5 trabajadores, circunstancia que no probó el accionante, tal era su deber, amén que para esta Colegiatura resulta imposible llegar a pensar que una entidad como es la sociedad Dosquebradas Energía y Luz S.A. encargada, conforme al Certificado de Existencia y Representación Legal de folio 6 de la operación de la infraestructura y prestación del servicio de alumbrado público en el municipio de Dosquebradas, en el área rural y urbana, pueda operar con menos de 5 trabajadores. 
Pero, tal vez más importante que el anterior argumento, ésta lo expuesto por la Corte Suprema de Justicia en la sentencia de noviembre de 1998 antes citada, respecto a que el documento en el que conste el acuerdo de voluntades respecto al término del contrato debe ser signado por los contratantes, además agrega la Alta Corporación en dicha providencia:

“No es suficiente para que la relación laboral se entienda celebrada a término fijo “que una sola de las partes manifieste a la otra, así sea a través de un medio documental, que el contrato tiene una duración definida, porque se trataría de una declaración unilateral de voluntad en la cual faltaría el concurso del otro contratante, que debe expresarse por escrito, como requisito imprescindible requerido por el legislador. La voluntad tácita deducible de la ejecución del contrato, tampoco suple la formalidad escrita” 

Visto lo anterior, el documento de folio 150 no cumple con lo indicado por la Corte Suprema de Justicia, no se plasmó en dicho medio probatorio el acuerdo entre las partes o la aquiescencia del trabajador respecto del contenido del mismo, lo cual se hubiese concretado con su firma.

Por último, en lo referente a los pagos en especie y viáticos no tenidos en cuenta al momento de cancelar las prestaciones sociales, basta decir que ello no fue motivo de pedimento en primera instancia, nada se solicitó al respecto en el libelo introductorio, ni en su corrección, por lo tanto su solicitud a estas alturas del proceso no será atendida.

En virtud de lo discurrido, es menester confirmar la sentencia de primera instancia.
Costas en esta instancia no se causaron.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia objeto de apelación. Costas en esta sede no se causaron.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y se firma en constancia el acta por los intervinientes.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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